STJSL-S.J. – S.D. Nº 041/15.-

---En la Ciudad de San Luis, a veintisiete días de mayo de dos mil quince, se reúnen en Audiencia Pública los Sres. Ministros HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ, OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA- Ausente en este acto el Dr. FLORENCIO DAMIAN RUBIO, por encontrarse en uso de Licencia - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “PONCE, LUIS MERCEDES c/ LEDESMA, INOCENCIA OLGA y OTROS s/ COBRO DE PESOS – LABORAL s/ RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX Nº 197944/10 y su acumulado: “PONCE, LUIS MERCEDES c/ ZÁRATE, PEDRO RAMÓN  y OTROS  s/ COBRO DE PESOS – LABORAL…” DOC. Nº 3792- IURIX Nº 182952/9.-

Conforme al sorteo practicado oportunamente con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres OMAR ESTEBAN URÍA, HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ  y  OSCAR EDUARDO GATICA.- 
Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del C.P.C.C.?

III) En caso afirmativo a la cuestión anterior: ¿cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTION, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, Dijo: 1) Que a fs. 380 la actora interpuso Recurso de Casación contra la Sentencia Definitiva R. L. LABORAL Nº 30/14 de fecha 10/04/2014, obrante a fs. 369/375vta., dictada por la Excma. Cámara Civil, Comercial, Minas y Laboral N° 2 de la 1ª) Circunscripción Judicial, que hizo lugar parcialmente a la apelación deducida por el actor, modificando el punto 1 y el punto 2, de la sentencia de primera instancia obrante a fojas 332/334 de fecha 01/07/2013, fallada por la Juez del Juzgado Laboral Nº 2 de la misma Circunscripción, que a su tiempo y en lo esencial había rechazado las pretensiones de los actores. Los fundamentos del recurso intentado lucen agregados a fs. 389/393.

Que, en los aludidos fundamentos, luego de relatar los antecedentes del caso y de describir la plataforma fáctica según la entiende, el recurrente expresa dos agravios, que la decisión judicial cuestionada le habría ocasionado, y que habilitan la presente vía impugnativa, según dice a saber: I) la incorrecta aplicación que habría hecho la alzada del artículo 241 de la Ley de Contrato de Trabajo, al tener por extinguido el vínculo laboral por la voluntad concurrente de las partes, lo que no se corresponde con la plataforma fáctica del expediente, según afirmó y  II) el rechazo de lo reclamado por el trabajador, relativo a los salarios por el período de enfermedad inculpable, en base a una interpretación restrictiva del art. 209 de la Ley de Contrato de Trabajo, que juzga equivocada.

En relación al primer cuestionamiento dice que, no es de aplicación -tal como lo hizo la Cámara- el tercer supuesto que prevé el art. 241 de la LCT: Se considerará (…) que la relación laboral ha quedado extinguida por voluntad concurrente de las partes, si ello resultase del comportamiento concluyente y recíproco de las mismas…” porque como “…primer presupuesto fáctico (…) ha quedado acreditado y definitivamente adquirido para el proceso (…) que la demandada siempre sostuvo que la relación laboral se extinguió en el año 2005…”, y -continuó- “…como la extinción del contrato de trabajo por la voluntad concurrente de las partes presupone que éstas (…) admitan la vigencia de la relación laboral hasta el momento del distracto (…) la figura legal del art. 241 de la LCT resulta inaplicable por cuanto, una de las partes, la demandada, niega la vigencia de la relación laboral en la época en que la Cámara tiene por extinguido el contrato de trabajo (año 2008)…” Tales circunstancias impedirían la concurrencia de voluntades contempladas en la norma en cuestión.

Dice que no puede interpretarse, desde el punto de vista del obrero voluntad de extinguir la relación laboral, porque está probado que el trabajador en el mes de noviembre de 2008 se internó en el Hospital Público Provincial de esta ciudad, para someterse a una intervención quirúrgica de urgencia y que esa circunstancia produjo la imposibilidad absoluta de trabajar por encontrarse internado y operado.

También destaca que la solución jurídica dada por la alzada, no se subsana con el reproche que se hace al trabajador por no haber probado la comunicación de su enfermedad al empleador, ni haber probado la existencia de reclamo salarial alguno, correspondientes a los períodos mensuales posteriores a la fecha de intervención (períodos mensuales posteriores al mes de febrero de 2009), por cuanto toda insuficiencia de notificación por los períodos siguientes, podrá tener sus consecuencias en la retribución de los meses posteriores a la fecha antes señalada, pero la sentencia que impugna se ha fundado exclusivamente en la situación existente al mes de noviembre de 2008, cuando da por extinguido el contrato de trabajo.

Concluye este punto afirmando que, el comportamiento recíproco de las partes, conforme a las constancias del expediente, obsta toda posibilidad de que en el mes de noviembre de 2008 haya existido voluntad concurrente para extinguir la relación laboral; por lo que no se ha hecho correcta aplicación del art. 241 de la LCT.
En relación al segundo punto, se agravia de la decisión de la Excma. Cámara que rechazó el pago de los salarios del obrero, correspondientes al período de enfermedad inculpable, fundando la decisión en una interpretación inadecuada del art. 209 de la LCT.

En primer término dice que, el reclamo en este concepto abarcó el período total de un año, y dado que el salario se genera mensualmente, la Excma. Cámara debió analizar puntualmente la situación mes por mes y no en forma general como lo hizo.

En lo central de la crítica a la disposición bajo análisis reconoce que “…si bien (el) art. 209 de la LCT, sanciona la falta de aviso de la enfermedad o accidente con la pérdida del derecho de percibir la remuneración, deja a salvo los supuestos en que la existencia de la enfermedad accidente, teniendo en consideración su carácter y gravedad, resulte luego inequívocamente acreditada…” y “…en el caso de autos está acreditado y definitivamente adquirido para el proceso que el trabajador, en el mes de noviembre de 2008, se internó en el Policlínico Regional de esta Ciudad, y que luego se sometió a una intervención quirúrgica en el mes de enero de 2009…”; por lo que la situación encuadra en la hipótesis prevista en la última parte del art. 209 de la LCT; al menos por los meses de noviembre de 2008 a febrero de 2009, pues en tal período, aun cuando hubiese habido control médico, no se hubiesen podido injustificar las inasistencias debido a la gravedad de la dolencia.

Concluye a la luz de sus consideraciones que la interpretación dada por la Cámara al art. 209 LCT, es errónea.

2) Que, ordenado y corrido el traslado de ley, la demandada contestó a fs. 398/407vta., escrito en el que solicitó se rechace el Recurso de Casación, con costas.

3) Que a fs. 422/423, se pronunció el Sr. Procurador General por el rechazo del recurso, afirmando en esencia, que no es procedente el Recurso de Casación, por las razones que expuso y que en honor de brevedad se tienen por reproducidas. 

4) Que, ante todo, corresponde evaluar la concurrencia de los recaudos de admisibilidad del recurso, esto es, la aptitud formal del acto impugnaticio, derivada de la confluencia de los requisitos exigidos por la ley, para provocar el juicio de casación. 

En este sentido se advierte que el recurso ha sido interpuesto y fundado temporáneamente, conforme los términos del art. 289 del CPC y C, en atención a constancia de: 1) la notificación de la sentencia recurrida, cfr. fs. 376 (14/04/2014); 2) la interposición del recurso de fs  380 (21/04/2014); y 3) la fundación del mismo, cfr. cargo de fs. 393/vta. (05/05/2014), es decir dentro de las dos primeras horas del día hábil posterior al fenecimiento del plazo para interponer el recurso –plazo de gracia- habiendo sido inhábiles el 17 y 18 de abril, correspondiente a Jueves y Viernes Santo, y el 1 y 2 de Mayo.

Asimismo se observa que, en virtud de la excepción expresa contenida en el artículo 290 del C.P.C. y C, el recurrente se encuentra eximido de abonar el depósito, exigido ordinariamente, como requisito de admisibilidad del Recurso de Casación, por revestir la calidad de empleado o trabajador. 
Por otro lado se pretende la casación de una sentencia definitiva emanada de la Excma. Cámara de Apelación, en cumplimiento de lo preceptuado por el art. 286 del C.P.C. y C.

En consecuencia, debe considerarse en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el inc. a) del art. 301 C.P.C. y C, que el recurso articulado deviene formalmente admisible.

Por lo expuesto, VOTO a esta PRIMERA CUESTION por la AFIRMATIVA.

Los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ, y OSCAR EDUARDO GATICA comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.

A LA SEGUNDA CUESTION, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, Dijo: 1) Que, a los efectos del análisis de esta segunda cuestión, y en armonía con lo que prescribe el art. 301 inc b) del CPC y C, debe dilucidarse si en la resolución recurrida existe alguna de las causales previstas en el art. 287 del código citado, y si el escrito de fundación se basta así mismo, caso contrario el recurso deducido no podría prosperar. (Cfr. STJSL, 17/05/2007 KRAVETZ, ELIAS SAMUEL c/ EDISAL S.A. – D.y.P. – Recurso de Casación). 

Al respecto este Alto Cuerpo tiene establecido que, para la procedencia del Recurso de Casación, se debe alegar sobre la correcta interpretación legal, indicando en modo claro y preciso, la forma en que se ha violado la ley invocada en el fallo y cuál es la interpretación correcta; circunstancia que si no se cumplimenta en autos, el recurso en estudio debe ser rechazado (Cfr. fallo citado en párrafo anterior).

En relación a la correcta conceptualización y por ende preciso trazado de lindes del remedio impugnaticio intentado, cabe señalar, siguiendo a doctrina especializada, que una de las características típicas de la casación es que “…sólo tiene viabilidad en el caso que exista un motivo legal (o causal); por ende no es suficiente el simple interés –el agravio- sino que se precisa que el defecto o error que se le imputa al decisorio recurrido esté expresamente tipificado –objetivado- por ley (…). Por ello puede acotarse que su objeto es de delimitación restringida, pues está ceñido por dos elementos fundamentales, a saber: a) debe tratarse de una misma cuestión sobre la que versa el proceso principal, como sucede en todo recurso; y b) siendo esa vía “extraordinaria”, no puede referirse a la integridad del asunto ventilado en el juicio, vale decir que es preciso realizar una delimitación del tema recursivo.” (Cfr. Juan Carlos Hitters, Técnica de los Recursos Extraordinarios y de la Casación, 2da. Edición, Librería Editora Platense SRL, La Plata, 1998, p.213; citado anteriormente en STJSL 20/11/2007 CHÁVEZ, MIRTA NORA c/ OBRA SOCIAL PERSONAL de IND. QUÌMICAS y PETROQUÍMICAS s/ COBRO DE PESOS – Recurso de Casación). 
2) Que, del análisis de la exposición recursiva tal como ha sido relatada en la cuestión anterior en lo pertinente, resulta que el recurrente cuestiona: 1) la aplicación del artículo 241, tercer párrafo, de la Ley de Contrato de Trabajo, por falta de adecuación con las constancias de la causa –artículo 287 inc. a) CPC y C-; y, 2) la interpretación dada por la Excma. Cámara al artículo 209 de la Ley de Contrato de Trabajo –artículo 287 inc. b) CPC y C-.

2.1) En lo que respecta al primer cuestionamiento dijo que, no puede aplicarse el precepto que prevé la extinción de la relación laboral, por la voluntad concurrente de las partes, tal como lo han aplicado los magistrados intervinientes, porque ha quedado acreditado y definitivamente incorporado al proceso la alegación de la demandada que siempre sostuvo que la relación laboral se extinguió en 2005. De ello concluye en la imposibilidad de producirse la mentada concurrencia, porque para que exista y para que proceda la desvinculación por voluntad concurrente, se necesita una relación existente al momento de la disrupción; y ésta no existió al tiempo en que la Excma. Cámara tiene por extinguido el contrato de trabajo (año 2008).

También argumenta que no puede interpretarse que el trabajador haya concurrido con su voluntad a extinguir la relación de trabajo, ya que se ha interpretado tal, la imposibilidad absoluta de trabajar por encontrarse internado y operado, lo que, afirma, está probado.

2.1.1) De la atenta lectura del fallo cuestionado y de los argumentos esgrimidos para descalificarlo, se impone la convicción de que el ataque recursivo en este punto no puede prosperar, en atención a que los presupuestos, que conforman el fundamento del actor no son ciertos.

En efecto, dice que ha quedado incorporada definitivamente al proceso, la afirmación de la demandada respecto a que la relación laboral se habría extinguido en el 2005. Sin embargo, si bien es cierto que ese hecho fue alegado por la accionada, en la contestación de demanda, luego de tramitado el juicio, los jueces, tanto de primera instancia cuanto de la alzada, expresaron la convicción, a la luz de las probanzas producidas, de que la relación laboral subsistió hasta 2008, y este hecho es el que finalmente ha formado parte esencial de la situación fáctica acreditada en el proceso.

De otra parte, al actuar la norma del art. 241 de la ley N° 20.744 LCT, tercer párrafo, la Excma. Cámara, si bien no desconoce la intervención quirúrgica a la que fue sometido el actor, tiene por cierto que no se ha probado ninguna complicación postoperatoria que haya impedido, al menos, comunicar la inasistencia al trabajo.

En consecuencia, si luego de la enfermedad inculpable padecida por el actor, que en principio le impidió continuar con la prestación laboral, éste una vez repuesto, no comunicó tal situación al empleador, ni hizo reclamo laboral de ninguna índole, y la patronal por su parte no emplazó, ni solicitó de alguna manera el cumplimiento de la prestación laboral al trabajador, no hay obstáculo que impida considerar extinta la relación laboral por voluntad concurrente de las partes al abrigo del último párrafo del artículo 241 de la ley N° 20.744.

En tal caso se puede inferir válidamente, a la luz de la conducta posterior del empleado, la concomitancia entre el padecimiento y su desinterés en la continuidad de la relación, pues en caso contrario no encontraría explicación razonable el haber permanecido sin acudir a su trabajo –una vez repuesto- ni comunicado su enfermedad –en tiempo de la convalecencia-, aún cuando está probado que la misma no implicó un postoperatorio tan prolongado, que le haya dificultado la comunicación de la dolencia a la patronal y el eventual reclamo por la falta de cumplimiento de las obligaciones laborales impuestas al empleador.

Lo que la figura requiere es la conducta clara e inequívoca de las partes, demostrativa del desinterés en la continuidad de la relación. De un lado, la del trabajador de no reintegrarse al trabajo, y del otro, la pasividad del empleador que no requiere el cumplimiento del débito.

Y el criterio fundamental a tener en cuenta, es la ausencia prolongada de la efectiva prestación, sin que medie requerimiento alguno tendiente a subsanar esa discontinuidad. 

“…Normalmente, el comportamiento concluyente e inequívoco se materializa a través de una ausencia suficientemente prolongada del trabajador, sin que medien licencias, suspensiones ni otras causas que justifiquen las inasistencias, acompañada de una actitud pasiva del empleador que no intima al reintegro del trabajo…” (Cfr. CABALLERO, Julio y COMADIDRA Guillermo, Extinción del contrato de trabajo por la voluntad concurrente de las partes, en la obra colectiva Extinción del contrato de trabajo – I, Revista de Derecho Laboral 2000–2001, Ed. Rubinzal Culzoni, Año 2000, pág. 74). 
El factor “tiempo” ha sido considerado reiteradamente, por la jurisprudencia, para tener por concluida la relación laboral por voluntad concurrente tácita: “…Si el trabajador no acredita haber tenido licencia para faltar a su empleo desde el 15 de diciembre al 3 de marzo del año siguiente, y recién el 3 de mayo intima a que se le permita el desempeño de sus tareas…” (Cfr. CNTA, sala III, “Grandío, José L. c/ Restaurante Il Pozzo del Poeta SRL, T. y S. S. 1982-1194); “…Si entre el último día trabajado (…) y el primer reclamo efectuado para que se fije su situación laboral (…) transcurren más de tres meses, pues resulta irrazonable pensar –según el curso normal de las relaciones de trabajo- que un dependiente –que necesita de su salario para subsistir- espere más de tres meses antes de cursar una intimación en defensa de sus derechos presuntamente violados…” (Cfr. CNAT, sala V, “Suárez, Alfredo de Jesús c/ SEA SRL Servicios Empresarios Argentinos y otro” T. y S. S. 1989-247); “…Si el trabajador dejó transcurrir casi siete meses desde su último día trabajado, sin exteriorizar su posición ni intimar al empleador a que fije su situación laboral…” (Cfr. CNAT, sala V, “Parra, Julio H. c/ Giusto, Juan C. y Otro” D. T. 1996-B.-2093); “…Si el trabajador dejó transcurrido un prolongado lapso de tiempo (un mes y veinticinco días o tres meses y nueve días, de acuerdo a la versión de cada parte) entre el momento en que el empleador dejó de abonarle los salarios y el intento por instrumentar su reclamo, sin que haya mediado prestación de tareas ni comunicación alguna entre las partes…” (Cfr. CNAT, sala X, “Montero, Silvina c/ Datafox Informática SA”, D. T. 1997-A-767).

El muestreo jurisprudencial que antecede, refleja que aún mediando un lapso menor de tiempo del que transcurrió entre que el Sr. Ponce dejó de prestar servicios (noviembre 2008), hasta que promovió demanda judicial tendiente a reclamar acreencias laborales (marzo 2010), los distintos tribunales citados tuvieron por acaecida la disolución de la relación laboral a tenor de lo preceptuado por el art. 241 in fine LCT.
2.2) En relación a la segunda crítica, que cuestiona la interpretación y consecuente aplicación del art. 209 de la Ley de Contrato de Trabajo, en cuya virtud la Cámara rechazó el pago de los salarios del obrero, correspondientes al período de enfermedad inculpable, fundado en la falta de aviso de tal enfermedad, tampoco puede prosperar.

2.2.1) Pues si bien, como dice el recurrente, la norma en cuestión deja a salvo al trabajador de la pérdida de remuneración ante la falta de aviso de la enfermedad o accidente, cuando, teniendo en consideración su carácter y gravedad, resulte luego, inequívocamente acreditada, esta excepción no debe entenderse en términos absolutos.

Para mayor precisión transcribiré el artículo bajo análisis: “…El trabajador, salvo casos de fuerza mayor, deberá dar aviso de la enfermedad o accidente y del lugar en que se encuentra, en el transcurso de la primera jornada de trabajo respecto de la cual estuviere imposibilitado de concurrir por alguna de esas causas. Mientras no lo haga, perderá el derecho a percibir la remuneración correspondiente salvo que la existencia de la enfermedad o accidente, teniendo en consideración su carácter y gravedad, resulte inequívocamente acreditada…”
Antes de avanzar debo decir que el actor recurrente se vale de las probanzas acaecidas en las causas judiciales, para afirmar que la enfermedad ha quedado inequívocamente acreditada, y con ello afirmar que la excepción contenida en la norma citada lo comprehende. 

La excepción del artículo se refiere, no simplemente, a la obligación de dar aviso de la enfermedad y del lugar en que se encuentra el enfermo, sino de hacerlo en el transcurso de la primera jornada de trabajo respecto de la cual estuviere imposibilitado de concurrir por alguna de esas causas. Por lo que la excepción también se refiere a esa obligación, caracterizada por la inmediatez de comunicación; si no lo hiciere perderá el derecho a remuneración por todo el tiempo de la falta de aviso, salvo que la enfermedad o accidente –luego de haber cesado la imposibilidad de comunicarlos- resulte inequívocamente acreditada y de ello resulte la razonabilidad de la falta de comunicación y la imposibilidad de la prestación laboral por todo el tiempo que duró el padecimiento.

Es decir, por una exigencia de justicia y buena fe, es imprescindible comunicar la enfermedad o accidente en cuanto el padeciente se encuentre en las condiciones suficientes para dar aviso. Si no se hizo, y posteriormente no se probó que no lo pudo hacer, por el carácter y gravedad de la dolencia que además deberá acreditarse, no se puede pretender estar comprendido en la excepción final del artículo 209 de la Ley de Contrato de Trabajo.

No basta la mera y posterior acreditación de la dolencia, en juicio iniciado mucho tiempo después de interrumpir la prestación laboral, pues ello no exime del aviso que se debió dar de la enfermedad en la primera jornada impedida de trabajo, o en cuanto se hubo reestablecido lo suficiente para tan siquiera dar aviso de su estado de salud.

Así lo manda la correcta inteligencia del texto, y así lo entiende la doctrina especializada cuando al comentar esta disposición ha dicho: “…El aviso (…) es siempre obligatorio excepto para los casos de fuerza mayor como expresamente lo establece la disposición legal. Debe entenderse por ella cuando existe imposibilidad del trabajador de efectuar el aviso. Es decir, cuando exista una causa que escapa a la voluntariedad del sujeto, en ese caso éste no puede ser responsabilizado por ese hecho. Ahora bien, cuando inmediatamente ha desaparecido el motivo que impidió el aviso debe hacérselo llegar al empleador…” (Cfr. SUÁREZ, Carina V., Ley de Contrato de Trabajo, -comentada, concordada y anotada-, Ed. García Alonso, Bs. As., 2014, pág. 376). El subrayado me pertenece.
Si no lo hizo, y tampoco probó que su estado de imposibilidad se haya extendido durante todo el tiempo en que no dio aviso de su enfermedad, resulta de plena aplicación la sanción contenida en el artículo 209, sin perjuicio de que el momento de inicio de la falta al trabajo –incluso por enfermedad- haya sido considerado por los jueces, como el de ruptura de la relación laboral a las resultas de las conductas de las partes, en lo sucesivo al hecho que propició la primera inasistencia.

En atención a las consideraciones precedentes, y a la luz de la correcta interpretación y aplicación hecha por la Excma. Cámara, de las normas involucradas en el ataque recursivo, el recurso debe rechazarse.

Por lo expuesto VOTO a esta cuestión por la NEGATIVA
Los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ, y OSCAR EDUARDO GATICA comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta SEGUNDA CUESTIÓN.

A LA TERCERA CUESTION, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, Dijo: Dado la forma como se ha votado la cuestión anterior, no corresponde su tratamiento.-

Los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ, y OSCAR EDUARDO GATICA comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta TERCERA CUESTIÓN.

A LA CUARTA CUESTION, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA. Dijo: Que, en consecuencia corresponde rechazar el Recurso de Casación articulado. ASI LO VOTO.-

Los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ, y OSCAR EDUARDO GATICA comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.

A LA QUINTA CUESTION, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, Dijo: Costas al recurrente vencido, art. 68 CPC y C.- ASÍ LO VOTO.

Los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ, y OSCAR EDUARDO GATICA comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.

Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:

San Luis, veintisiete de mayo de dos mil quince.-
Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el Recurso de Casación articulado
II) Costas al recurrente vencido, art. 68 CPC y C.-

REGISTRESE y NOTIFIQUESE.-

___________________________________________________________________

La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ,  OMAR ESTEBAN URIA y OSCAR EDUARDO GATICA en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis, no siendo necesaria la firma ológrafa, conforme  Reglamento Expediente Electrónico.
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